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I) Breve introducción

La vigente Constitución de la República de Perú de 1993, al 
igual que el resto de las Constituciones latinoamericanas del 
llamado segundo período o segunda etapa del constitucio-
nalismo latinoamericano, consagra en su texto “la economía 
social de mercado”, expresión sintética de una posición de de-
fensa de la iniciativa y de la propiedad privada, y de la empresa 
privada. Si bien, esta defensa jurídica consagrada no lo es de 
forma total o absoluta, sino limitada por el interés público o el 
interés social.

Por otro lado, ésta temática de “la economía social de mer-
cado” o dimensión social de la economía, tuvo su primera ma-
nifestación en la historia del constitucionalismo mundial en la 
constitución de Weimar (1919); y constituye además lo que se 
denomina “constitucionalismo económico” en todos los textos 
constitucionales contemporáneos. El teórico alemán Forsthoff 
(1968), fue a su vez  el gran tratadista del Estado Social o del 
Bienestar tras la Segunda Guerra Mundial.  

El Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la 
Protección de la Propiedad Intelectual, en adelante INDECOPI, 
posee el rol de propiciar y crear las estructuras para la gesta-
ción de un Estado del Bienestar. Sus competencias, unidas a las 
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políticas de Estado, legitiman a esta institución por desempeñar 
acciones preventivas, garantizando el cumplimiento de la Ley. 

Dicho Instituto fue creado en  noviembre de 1992, me-
diante  el  Decreto  Ley N° 25868, y desarrolla las siguientes 
esenciales funciones: a) la promoción del mercado y la pro-
tección de los derechos de los consumidores; b) fomentar en 
la economía peruana los valores de lealtad y honesta compe-
tencia, asegurando y protegiendo todas las formas de pro-
piedad intelectual: los signos distintivos, los derechos de autor, 
las patentes y el desarrollo en materia de biotecnología.

Se trata por tanto de un Organismo Público Especializado, ads-
crito a la Presidencia del Consejo de Ministros, con personalidad 
y autonomía jurídica de derecho público. Así pues goza de auto-
nomía funcional, técnica, económica, presupuestal y administrativa 
regulado a través del Decreto Legislativo Nº. 1033. Como resultado 
de su labor en la promoción de las normas de leal y honesta compe-
tencia entre los agentes de la economía peruana. En la actualidad 
INDECOPI es concebido como una entidad de servicios con mar-
cada preocupación por impulsar una cultura de calidad para lograr 
la plena satisfacción del Estado la ciudadanía, y el empresariado.

En concreto, el artículo 58 del texto constitucional peruano, dice 
así: 

“La iniciativa privada es libre. Se ejerce en una economía 
social de mercado. Bajo este régimen, el Estado orienta el 
desarrollo del país, y actúa primordialmente en las áreas de 
promoción del empleo, de la salud, de la educación, de los 
servicios público e infraestructuras…”

A su vez, el artículo 61 de la Carta Magna, establece que: 

“El Estado facilita y vigila la libre competencia. Combate 
toda práctica que la limite y el abuso de posiciones domi-
nantes o monopolísticas…”

La Constitución peruana consagra así de forma nítida e in-
equívoca lo anterior, y todo ello incluido en el marco de un 
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Estado de Derecho, y de un sistema democrático de división 
de poderes y representativo, con la participación ciudadana.

Además de lo antedicho, el texto constitucional expresa 
que la función de regulación, vigilancia, y sanción de la compe-
tencia es una función estatal. Ahora bien, esta atribución cons-
titucional de la competencia al Estado, es una competencia 
o potestad pública, y de acuerdo con lo regulado tanto en el 
texto constitucional como en su desarrollo, esta competencia 
corresponde al poder ejecutivo, es decir al Gobierno.

A su vez, el gobierno aprueba normas, dicta instancias, y 
diseña políticas públicas de la competencia a través de las 
Administraciones Públicas. Dentro de la Administración Pública 
del Perú, es INDECOPI, la institución competente legalmente 
para llevar a cabo lo anterior, y por ende para cumplir el man-
dato constitucional.

Si bien el mandato y la regulación constitucional sobre la 
competencia es claro, es también genérico y problemático 
como no podía ser de otro modo en el texto constitucional. 
Y la finalidad y fundamento implícita del mismo sería el bien 
común o el interés general. 

La Constitución contiene “conceptos jurídicos indetermi-
nados” que deben desarrollarse y concretarse por el Gobierno 
y su instrumento de aplicación, que es INDECOPI. Ese mandato 
y atribución constitucional de potestad pública y de función es-
tatal de la competencia; implicaría su desarrollo, concreción y 
adecuación a través de leyes y reglamentos, que afectaran a la 
puesta en práctica de las políticas públicas.

El gobierno desarrollará lo anterior a través de la iniciativa 
legislativa ante el Parlamento, y mediante el ejercicio de la po-
testad reglamentaria, y también a través del proceso de deli-
beración, diseño y aprobación de las políticas públicas de la 
competencia.

El papel y la competencia exclusiva de INDECOPI, sería el 
de ejecutar la normativa sobre esta materia, vigilar y sancionar 
su incumplimiento, y el de asesorar al gobierno en la toma de 
decisiones sobre esta materia. 

Este papel de apoyo técnico, o de soporte pericial, y de 
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asesoramiento al Gobierno, no debe desdeñarse. INDECOPI 
es un organismo estatal especializado y único; y su papel 
puede y debe ser muy útil en el proceso de reflexión previo a 
la adopción de decisiones sobre las normas y políticas públicas 
más adecuadas a desarrollar.

INDECOPI es pues la garantía en la práctica de que el man-
dato constitucional sobre la competencia, como función pú-
blica estatal se cumple en Perú.

 II) El papel, el fundamento y la legitimación de 
indecopi

II) 1. Algunas consideraciones generales
El ordenamiento jurídico peruano, en virtud del mandato 

constitucional antes señalado, ha procedido a la atribución 
legal de nada menos que de una función estatal, que agrupa e 
integra a su vez, diversas políticas públicas a INDECOPI, y ello 
en virtud del Decreto Nº 25868 de la creación del mismo, que 
dice así:

“La finalidad de esta actuación legal fue el desarrollo, la 
garantía, el control y el afianzamiento de la libre compe-
tencia en el mercado interior, como aspecto relevante 
del desarrollo adecuado del mercado sin proteccio-
nismos distorsionantes o de posibles barreras burocrá-
ticas, y ello para lograr una economía sana, competitiva 
y dinámica;  además integrada y competitiva en la eco-
nomía internacional”.

Un mercado competitivo y sin trabas, es una finalidad 
constitucional, de una política económica, y un requisito im-
prescindible para el pleno desarrollo económico del país. 
Esto no es incompatible, sino complementario con el desa-
rrollo y el fortalecimiento del sector público. Ambos no son 
antagónicos, sino que se ayudan y complementan entre sí.

Por tanto para lograr lo anterior, INDECOPI lleva a cabo 
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diversas actuaciones de regulación, control y sanción de la 
actividad económica no competitiva en todo el territorio del 
país, y en particular para controlar las actuaciones indebidas, 
extra-legem, de las diversas Administraciones Públicas pe-
ruanas, y en especial de las Administraciones Locales.

La misión, los temas y las competencias, que le han sido 
atribuídas a INDECOPI por el ordenamiento jurídico pe-
ruano, y se desarrollan mediante diversas, e importantes 
políticas públicas, tanto cuantitativamente como cualitativa-
mente.

Las evidencias y la constatación fáctica de las políticas 
públicas de la competencia, son el conjunto de actividades 
llevadas a cabo, los acuerdo, y las normas aprobadas por 
INDECOPI para hacerlas cumplir y realidad.

Además, INDECOPI es un organismo con delegaciones 
en el territorio nacional para cumplir una función estatal; 
cuyas actividades y resultados se reflejan en sus memorias 
anuales, y en sus páginas de información.

Quizás se debería llevar a cabo una intensificación y 
mejora de las políticas de información y comunicación con 
la ciudadanía y en el seno de la sociedad civil sobre las acti-
vidades realizadas por este ente público.

Hay que señalar también, que el contenido y el desarrollo 
de todas las políticas públicas de la competencia, implican o 
tienen un aspecto normativo. Las políticas de transparencia, 
información y participación ciudadana no lo son propia-
mente.

Por otra parte, y sin perjuicio de lo anterior, es un para-
digma en la doctrina sobre las políticas públicas estatales en 
todos los países latinoamericanos, la tendencia y la caracte-
rística común de la discontinuidad, la desinsitucionalización 
y la fragilidad de las mismas.

En ese sentido y frente a lo señalado, INDECOPI asegura 
al Estado de Perú, la firmeza, la estabilidad institucional, la 
continuidad, y la profesionalidad en la ejecución de las po-
líticas públicas estatales. INDECOPI es pues una garantía 
para el Estado de Perú, y para sus ciudadanos.
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II) 2. Especial consideración de la consideración de 
acceso al mercado

De acuerdo al artículo 26º bis, del Decreto–Ley Nº 25868, de 
la Ley de Organización y Funciones del Instituto Nacional de 
Defensa de la Competencia y de la Protección a la Propiedad 
Intelectual (o Ley llamada de INDECOPI), se creó la Comisión 
de Acceso al Mercado, la cual conforme al mismo: 

“es competente para conocer los actos y las disposiciones 
de las entidades de la Administración Pública, incluso en el 
ámbito municipal o regional, que impongan barreras buro-
cráticas que obstaculicen ilegal o irracionalmente el acceso 
o permanencia de los agentes económicos en el mercado, 
en especial de las pequeñas empresas, y de velar por el 
cumplimiento de las disposiciones del Decreto Legislativo 
Nº 776 y la Ley Nº 25035, en especial los principios gene-
rales de simplificación administrativa contenidos en su ar-
tículo 2º, así como las normas reglamentarias pertinentes. 
Ninguna otra entidad de la Administración Pública podrá 
arrogarse estas facultades. La Comisión, mediante resolu-
ción, podrá eliminar las barreras burocráticas a que se re-
fiere este artículo.
La Comisión podrá imponer sanciones y multas al funcio-
nario o funcionarios que impongan la barrera burocrática 
declarada ilegal, sin perjuicio de la responsabilidad admi-
nistrativa y la formulación de la denuncia penal correspon-
diente, de ser el caso.
La escala de sanciones es la siguiente: a) falta leve con san-
ción de amonestación; b) falta grave con multa de hasta dos 
(2) UIT y falta muy grave con multa de hasta cinco (5) UIT.
En caso que la presunta barrera haya sido establecida en 
un Decreto Supremo o Resolución Ministerial, la Comisión 
no podrá ordenar su derogatoria o inaplicación ni im-
poner sanciones. En tal supuesto el pronunciamiento de la 
Comisión se realizará a través de un informe que será ele-
vado a la Presidencia del Consejo de Ministros a fin de que 
éste adopte las medidas que correspondan”.
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Lo dispuesto en el párrafo que antecede, también será 
de aplicación a la Comisión de Reglamentos Técnicos y 
Comerciales a que se refiere el artículo anterior.

Además puede deducirse que, sin perjuicio de las atribu-
ciones legales y competenciales expuestas en este artículo 
a INDECOPI; junto al reconocimiento y tipificación de sus 
posibles sanciones, se establece que INDECOPI deberá y 
podrá informar a la Presidencia del Consejo de Ministros, 
para que éste lo ponga en conocimiento del Consejo de 
Ministros, con lo que de forma nítida y explícita, se reconoce 
el papel de INDECOPI como una Entidad Pública colabora-
dora y asesora del Gobierno de Perú.

La actuación legal y sancionadora de INDECOPI, se lle-
vará a cabo no sólo en primera instancia por la Comisión de 
Acceso al Mercado; y en una segunda ulterior y definitiva 
instancia por el Tribunal de Defensa de la Competencia y de 
la Propiedad Intelectual (TDCPI).

Tras estas dos instancias antedichas, se dará fin a la vía 
administrativa, y procederá en su caso conforme a la norma-
tiva procesal a la vía contenciosa-administrativa, y la acción 
popular, como acontece en el modelo de todo Estado de 
Derecho y con Garantías Jurídicas. INDECOPI en sus reso-
luciones deberá siempre actuar pues en su función admi-
nistrativa, a través de actos administrativos, y éstos como 
todo acto administrativo, estará sometidos al Principio de 
legalidad.

Los ciudadanos y las entidades públicas y privadas, ten-
drán así una relación jurídica administrativa con INDECOPI, 
y gozarán de unos derechos públicos subjetivos; que podrán 
defender.

La actuación de INDECOPI son actos administrativos, por 
tanto actos jurídicos sometidos al Principio de legalidad, y 
no meros hechos administrativos; y por eso son recurribles 
e impugnables en su caso, y sometidos al posterior control 
judicial.

Ahora bien, en su facultad de lograr esa libre o compe-
tencia sin barreras burocráticas, INDECOPI debe llevar a 
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cabo la política pública de control de toda posible actua-
ción en contrario, así como una política pública de poste-
rior supervisión y sanción, si las diferentes Administraciones 
Públicas a través de las barreras burocráticas impiden u obs-
taculizan (ilegal o irracionalmente) el acceso o permanencia 
de los agentes económicos en el mercado, y en especial a 
las pequeñas empresas; en la protección de los consumi-
dores y usuarios, y en la protección de los derechos de pro-
piedad intelectual en todas sus manifestaciones.

II) 3. Especial consideración del concepto de barrera 
burocrática

La finalidad de las competencias de control y de sanción 
de INDECOPI, a través de las políticas públicas de preven-
ción, información y protección, del libre mercado y de la 
libre competencia, se concretan básica pero no únicamente, 
en la eliminación “de todas las posibles barreras burocrá-
ticas ilegales o irracionales”.

Por otro lado, el concepto y el contenido de barrera admi-
nistrativa es cambiante y cada vez más amplio. Estamos pues 
ante un auténtico reto, cuál es la eliminación de trabas en la 
economía, para hacerla abierta, dinámica; y para que ésta no 
se encuentre sometida a límites ilegales o irracionales.

Es clásica la afirmación que desarrolla que, las reformas 
administrativas llevadas a cabo en los países desarrollados y 
no desarrollados según la OCDE en los últimos años, desde la 
década de los 80, han pretendido la actualización y moderni-
zación de las estructuras y procesos administrativos, hacerlos 
más flexibles y menos formalistas; y ello además para fo-
mentar la dinamicidad y el desarrollo económico empresarial. 

En este sentido y en nuestra opinión, un reto innovador 
de INDECOPI, es el lograr unas nuevas políticas de educa-
ción e información ciudadanas sobre el tema, así como tener 
iniciativas y propuestas al Gobierno de Perú, para eliminar 
aún más trabas administrativas, y ello lo debería llevar a 
cabo, mediante estas vías que proponemos seguidamente:
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Establecer un plan de apoyo y asesoramiento al Gobierno 
para erradicar esas trabas legales, como irracionales e injustifi-
cadas a través del análisis y la reingeniería de procesos admi-
nistrativos (técnica útil, moderna y actual de la gestión pública).

Formar a sus empleados en los nuevos valores y principios 
de la gestión pública, junto a las técnicas de la gestión pública 
como instrumentos de las políticas públicas.

Fomentar la participación ciudadana, a través de encuestas, 
buzones de sugerencias, etc. sobre las opiniones y demandas de 
las ciudadanos sobre la libre competencia, la defensa de los con-
sumidores y usuarios y de la protección a la propiedad intelectual. 

Acoger en el seno de INDECOPI, diversas reuniones con 
representantes diversos de la sociedad civil, asociaciones de 
consumidores, agrupaciones y asociaciones de empresarios, 
sindicatos, asociaciones profesionales, etc. para así realizar la 
participación ciudadana.

El neoinstitucionalismo desde su perspectiva jurídica, como 
politológica-administrativa, ha puesto de nuevo de relieve el 
papel de las instituciones públicas en el logro de sus resultados. 
No sólo hacen falta procesos y personas, y estructuras adminis-
trativas flexibles, sino también instituciones novedosas y capaces. 

Por ello, INDECOPI, debe ser una entidad innovadora hacia 
el exterior, pero también en su interior.

La reciente publicación, y ya paradigmática, de los autores 
James A. Robinson y Daron Acemuglo titulada “Los orígenes 
del poder, la prosperidad y la pobreza. Por qué fracasan los 
países”, pone de relieve la importancia y la realidad de lo ante-
dicho, y muestra sin duda el camino de la innovación a seguir.

Por otro lado, hoy en día es un paradigma tanto en las 
Ciencias Económicas como en las Ciencias Sociales, la nece-
sidad de la colaboración y la complementariedad entre los 
sectores público, privado y el Tercer Sector de la economía o 
economía social y solidaria; y ello sólo es posible si el sector 
público es eficaz y eficiente, y por tanto flexible; y ello sin rigi-
deces burocráticas, no formalista y por tanto facilitador y moti-
vador de la dinámica de mercado y de empresa, sin trabas que 
ayuden a aumentar su competitividad.



José Manuel Canales Aliende, Adela Romero Tarín

772

II) 4. Otras competencias relevantes de indecopi
Además de vigilar y regular el acceso al libre mercado, 

INDECOPI también y sobretodo regula, vigila y garantiza 
la libre competencia, la protección del consumidor, y la pro-
piedad intelectual, aspectos relevantes de la vida económica y 
de derechos públicos de los ciudadanos.

En materia de la defensa de la competencia, protección del 
consumidor y de la propiedad intelectual, INDECOPI hace un 
seguimiento de las normas y de los procedimientos de los or-
ganismos supranacionales e internacionales sobre estas mate-
rias, y ha firmado convenios de colaboración con algunos de 
estos organismos. A muestra de botón, destacaríamos en par-
ticular, la relación existente con la OAMI europea (OFICINA DE 
ARMONIZACIÓN DEL MERCADO INTERIOR). Esta Agencia de 
la Unión Europea está sita en Alicante (España), y procura la 
defensa de la competencia y de la propiedad intelectual.

Si INDECOPI es el organismo competente para la preven-
ción, regulación, control y sanción de las actividades contrarias 
a la competencia; a su vez, el derecho de la competencia será 
el que regulará con detalle la parte sustantiva de éste.

En principio, y con carácter general, podrán señalarse con-
forme al derecho comparado, cuando grandes supuestos tipi-
ficados de vulneración del derecho a la competencia, o actos 
ilícitos, y por tanto sancionables contra éste, a saber:

a) conductas empresariales contrarias a la competencia; b) 
abuso empresarial de su posición o lugar en el mercado, limi-
tando la libertad de los demás; c) la realización de actos des-
leales que vulneren la igualdad y la libertad de la competencia 
empresarial; d) y la concentración, o bien el oligopolio o mo-
nopolio empresarial.

Por otro lado, además de actuar en el ámbito privado, 
INDECOPI debe también actuar en el ámbito de las empresas 
públicas, haciendo que éstas cumplan el ordenamiento jurídico 
en materia de la competencia, y no desarrollan actuaciones 
contrarias ilícitas o desleales.

El derecho a la propiedad es un derecho fundamental re-
conocido hoy por todas las Constituciones, si bien con un ca-



El papel de Indecopi en el diseño, la formulación, la ejecución y la evaluación de las políticas públicas en Perú

773

rácter no absoluto, sino limitado sólo por el interés general o el 
bien común. El derecho de propiedad fue inicialmente sobre la 
tierra y los activos  y los bienes financieros, y luego ha tenido 
otras manifestaciones como el de la propiedad intelectual e 
industrial, tan relevantes en la sociedad y en la economía del 
conocimiento.

La regulación y el control de éstos, constituyen hoy una 
competencia pública prioritaria y clave en las economías ac-
tuales, y ésta es una competencia de INDECOPI. EL derecho 
y la libertad del consumo, y del consumidor, es un factor o 
aspecto integrante de la economía social de mercado, y la ade-
cuada regulación y control de éste, así como del tráfico y de la 
actividad empresarial mediante la oferta y la demanda de los 
mercados, constituye a su vez una característica y una conse-
cuencia de lo antedicho.

Además del derecho comparado constitucional, hay que 
señalar que la OCDE, la Asamblea Consultiva del Consejo de 
Europa, y numerosos organismos internacionales han apro-
bado “Cartas” o “Declaraciones” de los derechos de los con-
sumidores.

El derecho de los consumidores implica a su vez, un conte-
nido polifacético y amplio, pues engloba entre otros aspectos: 
la regularidad, la seguridad, la salud, y la protección de los 
derechos del consumidor en sentido amplio.

No obstante, el consumo es un factor o variable funda-
mental en la estructura de los mercados y en el funcionamiento 
de las economías actuales. La regulación del consumo, y la 
protección del consumidor, junto a sus derechos es una de las 
competencias a desarrollar por INDECOPI. 

El marketing y la publicidad empresarial, la calidad exigible 
en la producción y comercialización de los bienes y servicio, el 
mercado no oligopolístico o monopolístico de grupos econó-
micos; todos ellos son aspectos implicados y derivados de la 
política estatal dirigida a proteger el mercado y al consumidor; 
y esto lo regula, vigila y sanciona INDECOPI.

Si bien INDECOPI ejerce unas competencias de regulación, 
vigilancia y sanción en estos asuntos, lo hace desde el punto 
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de vista sólo administrativo; y sometida su actuación al orde-
namiento jurídico administrativo. Por ello, no es incompatible 
ya que es otra vía diferente y complementaria a la penal. La 
infracción de la regulación de estas materias puede dar lugar 
simultáneamente al lícito administrativo por la infracción admi-
nistrativa y al ilícito penal por el mismo hecho. Son sanciones 
pues diferentes, y en ámbitos de actuación administrativo judi-
cial diferentes.

 III) Principales conclusiones y propuestas
1º) INDECOPI es una Entidad Pública creada para cumplir 

una función pública estatal regulada en la Constitución, y ello 
a través de la ejecución de diversas políticas públicas para 
el logro de la libre competencia, y del libre mercado econó-
mico, la defensa de los consumidores, y de la protección a la 
propiedad intelectual. Todo ello en el marco del Estado de 
Derecho de Perú, asumiendo también un papel innovador en 
esta materia. La legalidad, la eficiencia, e innovación no son ca-
racterísticas opuestas, sino complementarias; y éstos son unas 
características asumidas y llevadas a cabo por INDECOPI.

2º) INDECOPI ha desarrollado de forma satisfactoria y eficaz 
sus políticas públicas y tareas hasta el momento; regulando, 
controlando y en su caso sancionando usos y barreras ilegales 
contra el libre mercado y la libre competencia. Las políticas pú-
blicas son más amplias que las normas, y éstas a su vez son una 
de las vías de su cumplimiento, aunque no el único. Antes de 
la aprobación de las leyes existe el proceso previo de debate, 
diseño y formulación de las políticas públicas.

3º) La normativa reguladora de INDECOPI, establece de 
forma clara e inequívoca el papel de esta Entidad como co-
adyuvante y apoyo del Gobierno; y sin perjuicio de lo anterior, 
debería tener un papel más proactivo y de iniciativa de infor-
mación, y de informe al Gobierno, tras realizar sus análisis de 
la realidad y el funcionamiento del mercado, así como de las 
Administraciones Públicas intervinientes en él.

4º) A través de la institucionalización y de la profesionali-
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zación y cualificación de su personal, INDECOPI asegura la 
continuidad y la estabilidad de las políticas públicas estatales, 
aunque cambie el Gobierno.

5º) INDECOPI debería captar y escuchar con mayor énfasis 
la opinión pública; preferencias, prioridades y deseos de la ciu-
dadanía y de las entidades diversas de la sociedad, junto a los 
agentes económicos. Quizás para ello podría ser positiva la crea-
ción de un Observatorio de Análisis de la realidad de ésta, junto a 
una Base de Datos de Información y de Documentación, de libre 
acceso público, además de poder realizar encuestas de opinión.

6º) Una política pública añadida, a las que ya realiza 
INDECOPI debería ser, contribuir a una “nueva cultura admi-
nistrativa” en el país no sólo de legalidad, sino también de 
cumplimiento de los principios de eficacia, eficiencia, eco-
nomía y ética pública; y ello en coordinación y colaboración 
con los ministerios y organismos del Gobierno. La sociedad y la 
Administración pública no se modifican sólo a través de leyes 
(Crozier, 1984), sino que éstas además de cumplir la Ley, deben 
ser de calidad y eficaces.

7º) Además de lo anterior, otra política pública ya realizada, 
pero ampliable, sería la de contribuir a la mayor información 
y educación ciudadana, sobre la libre competencia y el libre 
mercado a través de Internet, publicaciones, estudios, etc.  Sin 
duda, esta acción beneficiaría además, la imagen del Gobierno.

8º) Es clave que para llevar a cabo su misión y políticas, 
INDECOPI debe formar adecuada y modernamente a su per-
sonal, es decir a su “capital humano”, o a su “talento humano”, 
para que ésta sea capaz e innovadora. Los expertos son claves 
en un mundo del conocimiento como el actual.

INDECOPI, como institución pública integra en sí, el pasado, 
el presente y considera el futuro de la función pública estatal de 
la competencia y demás materias competenciales ya descritas. 
No sólo es continuidad, historia, experiencia, profesionalidad; 
sino también en base a lo anterior, es consejera del Gobierno 
para adoptar las decisiones más oportunas y adecuadas. No 
se puede diagnosticar bien el presente, y hacer prospectivas 
y estrategias de futuro, cuando no se conocen o no se tienen 
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experiencias previas.
9º) El Plan global y estratégico de INDECOPI, debe incluir las 

políticas de selección y de formación novedosas y adecuadas 
de personal, junto al resto de sus políticas; y mejorar y ampliar 
sus políticas de transparencia e información a la ciudadanía y a 
la sociedad civil.

10º) En sus tareas, visión y misión, INDECOPI, debe tener en 
cuenta, es decir, analizar y en su caso aplicar (sin fáciles mime-
tismos) a su entorno, con cierta cautela, el derecho comparado 
y la praxis administrativa de garantía del libre mercado y de la 
libre competencia. 

Y ese “conocimiento institucional” debe ser también para 
apoyar y asesorar al Gobierno. 

11º) No hay lugar a dudas del importante papel que 
INDECOPI juega, y que está llamado a tener en el futuro del 
sistema político-administrativo de Perú. INDECOPI defiende 
la libre competencia; y por tanto el libre mercado y la libre 
economía, la defensa de los consumidores y la protección a la 
propiedad intelectual. 

 Se trata de una manifestación y a la vez un requisito de 
una democracia actual. El desarrollo debe ser integral, acom-
pañado de la libertad de la economía, y ambas variables son 
garantía de democracia. No hay una democracia de calidad, 
sin una sociedad y una economía libres, y ello con empresas 
competitivas. 

Puede decirse sin dudas, que INDECOPI lleva a cabo el 
desarrollo y aplicación, no sólo de políticas gubernamentales, 
sino también estatales o de Estado conforme la Constitución si 
se comprueban sus actuaciones que  constan en las memorias, 
como ya se ha dicho antes.

INDECOPI hace realidad y es el instrumento de la regulación 
genérica y programática constitucional sobre la materia. Sin ésta, 
la organizativa y actuante de INDECOPI, la regulación y la vo-
luntad constitucional serán simplemente “simbólicas”, es decir 
“papel mojado escrito”, y no operativo. INDECOPI asegura pues, 
el cumplimiento de los aprobado por la Constitución peruana.

11º) Los principios y las políticas públicas de Innovación 
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Administrativa, de Flexibilidad Procedimental sin Barreras bu-
rocráticas innecesarias, de Legalidad, de Economía Libre y de 
Democracia; no son incompatibles sino complementarias y 
máxime en una realidad como la actual. 

Hoy, en un contexto tan complejo y dinámico, la sociedad 
reclama la aplicación de los antedichos principios.

Bibliografía
Argyris, M. (1992) Cómo vencer las barreras organizativas. Madrid: 

Díaz Santos
Canales Aliende, J. M. (2002) Lecciones de Administración y Gestión 

Pública. Alicante: Servicio de Publicaciones de la Universidad de 
Alicante.

Canales Aliende, J. M. (2003) “Algunas reflexiones sobre los 
principales problemas y desafíos pendientes en la innovación de las 
Administraciones Públicas”. En Fernández, M.; Sierra, J. y Valero, 
J. (2003) Nuevos retos en el horizonte de las Administraciones 
Públicas. Murcia: Universidad de Murcia., pp. 21-28. 

Castells, M (2001) La Galaxia Internet. Reflexiones sobre, Internet, 
Empresas y Sociedad. Barcelona: Plaza y Janés. 

Crozier, M. (1992) No se cambia a la sociedad por Decreto. Madrid: 
Instituto Nacional de Administración Pública (INAP).

Dye, T. R. (2008) Understanding Public Policy. Nueva Jersey
Fernández, M.; Sierra, J. y Valero, J. (2003) Nuevos retos en el horizonte 

de las Administraciones Públicas. Murcia: Universidad de Murcia.
Forsthott, E.: «Tratado de Derecho administrativo», IEEPP, Madrid, 

1958.
— «Verfassungsprobleme de Sozialstaates (1954 a,)», en FORSTHOFF 

(Hrsg.), 1968
Ingram, H. y Schneider, A (1997) Policy Design for Democracy. Kansas: 

University Press of Kansas (USA).
Jordana, J. (1995) “El análisis de los policy Networks: una perspectiva 

sobre la relación entre políticas públicas y Estado”. Gestión y 
Análisis de Políticas Públicas, núm. 3, mayo-agosto, pp.77-89.

Lindblom, C. G. (1994) El proceso de elaboración de políticas públicas. 
Madrid: Instituto Nacional de Administración Pública (INAP)



José Manuel Canales Aliende, Adela Romero Tarín

778

Luhmann, N. (1993) Teoría política en el Estado de Bienestar. Madrid: 
Alianza.

North, D. C. (1993) Instituciones, cambio institucional y desempeño 
económico. México: Fondo de Cultura Económica (FCE).

OCDE (1997) Las transformaciones de la gestión pública. Las 
reformas en los países de la OCDE. Madrid: Instituto Nacional de 
Administración Pública (INAP). Traducción INAP.

OCDE (2009) Panorama de la Administración Pública. Madrid: 
Instituto Nacional de Administración Pública (INAP). Traducción 
de Adela Romero.

Osborne, D. and Gaebler, T. (1994) La reinvención del Gobierno. La 
influencia del espíritu empresarial en el sector público. Barcelona: 
Paidós.

Ostrom, E. (1990) Governing the Commons: The Evolution of 
Institutions for Collective Action. Cambridge: Cambridge 
University Press.

Ostrom, E. (2009) “Las reglas que no se hacen cumplir son mera 
palabrería”. Revista de Economía Institucional, vol. 21, núm.11, 
pp.15-24.

Peters, T. J. and Waterman, R. M. (1982) In Search of the Excellence: 
Lessons from America’s Best Run Companies. New York: Harper 
and Row.

Prats i Català, J. (2005) De la Burocracia al Management, del 
Management a la Gobernanza. Madrid: Instituto Nacional de 
Administración Pública (INAP).

Ramió, C. y Salvador M. (2005) Instituciones y Nueva Gestión Pública 
en América Latina. Barcelona: Fundació CIDOB.

Villoria, M. (1997) La modernización de la Administración como 
instrumento al servicio de la democracia. Madrid: Instituto 
Nacional de Administración Pública (INAP).

Waterman, R. M. (1975) Adhocracia: el poder de la innovación. 
Barcelona: Ariel.

Winograd, M. (2002) “La Gobernanza en la Era de la Información. Qué 
hacer y cómo hacerlo”. Revista del CLAD, Reforma y Democracia, 
núm. 22, pp. 1-17.



El papel de Indecopi en el diseño, la formulación, la ejecución y la evaluación de las políticas públicas en Perú

779

V) Anexos

Las  Políticas Públicas Las Acciones Privadas

- Orientadas a conseguir: - Orientadas a conseguir:
a) Dar respuesta a las
demandas y problemáticas
colectivas.

a) El negocio y los resultados
económicos

b) Intentar el desarrollo integral
c) Lograr el Bienestar social 

– Finalidad externa y
constitucional 

- Finalidad interna y el interés
económico es lo principal

Tabla 1. Cuadro Comparativo entre las Políticas Públicas y las actuaciones 
privadas
Fuente: Tabla de elaboración propia
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El modelo Top-Down                     El modelo Bottom-Up                  El modelo de Redes(Network) 

Objetivos claros y precisos
Más flexible y puede
subsanarse durante su puesta
en práctica

Tiene en cuenta una amplia variedad de
factores y agentes implicados
vinculados entre sí

Establecimiento de vías y
canales de comunicación

Presenta el concepto de
retroalimentación, siendo
procesos de toma de decisiones 
abiertos, integrando actores
diversos

Considera que el reparto de recursos y
poder es asimétrico, pero destaca la
importancia de tener apoyos en la fase
de la implementación

Control de los factores
ambientales (contexto político,
económico, social, opinión
pública, …)

Son relaciones recíprocas
La mayor complejidad del proceso de la
implementación y ejecución la asume
este modelo

Se fundamenta en: a) la
jerarquía y la autoridad; b)
Diferencia y separación entre la
política y la Administración
Pública; y c) Prima la búsqueda
de la eficiencia

Se fundamenta en: a) el apoyo
de las necesidades de la
Administración Pública
(ejecución); b) La
descentralización de los centros
de poder; y c) Prioriza la
maximización de la
discrecionalidad y de la
oportunidad

Se fundamente en: a) una compleja red
de actores institucionales conectados a
través de un programa o política pública;
y b) Transversalidad y coordinación

Tabla 2. Cuadro comparativo de los tres principales modelos de ejecución de 
las Políticas Públicas
Fuente: Tabla de elaboración propia

Gráfico 1. Fases de las Políticas Públicas
Fuente: Gráfico de elaboración propia




